
Juicio Oral Mercantil 249/2026

S E N T E N C I A

Ciudad de México, a catorce de julio de dos mil 
veintiséis.

Vistos los autos para resolver en definitiva el juicio 
oral mercantil 249/2026, promovido por  **** ****** 

******** *******, por propio derecho, en contra de ***** 

********* *** ****** ******** ******** *********** 
** ***** ********* ***** ********** *******; y

R E S U L T A N D O 

PRIMERO. Presentación y datos de la demanda. 
Mediante escrito presentado el veintisiete de febrero de 
dos mil veintiséis, en la Oficina de Correspondencia 

Común de los Juzgados de Distrito en Materia de Extinción 

de Dominio con Competencia en la República Mexicana y 

Especializados en Juicios Orales Mercantiles en el Primer 

Circuito, con residencia en la Ciudad de México, turnado 

ese mismo día a este Juzgado Sexto de Distrito en 

Materia de Extinción de Dominio con Competencia en la 

República Mexicana y Especializado en Juicios Orales 

Mercantiles en el Primer Circuito, con residencia en la 

Ciudad de México,  **** ****** ******** *******, por 

propio derecho, demandó de ***** ********* *** ****** 

******** ******** *********** 
** ***** ********* ***** ********** *******, las prestaciones que detalló 

en dicho escrito. 

La parte actora fundó su pretensión en los hechos y 

consideraciones de derecho que constan en el escrito de 

demanda.

SEGUNDO. Prevención, desahogo, admisión y 
emplazamiento. En proveído de tres de marzo de dos 
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mil veintiséis, se registró con el expediente 249/2026, y 

se previno a la parte actora a fin de que precisara el valor 

de lo reclamado. 

Por auto de once de marzo de dos mil veintiséis, se 

tuvo por recibido el escrito de desahogo de la parte actora, 

se admitió a trámite la demanda, se tuvieron por 

anunciadas las pruebas que ofreció y se ordenó emplazar 
a la demandada; diligencia que tuvo verificativo el trece de 
marzo siguiente.

TERCERO. Contestación a la demanda y vista. Por 

acuerdo de seis de abril de dos mil veintiséis, se tuvo a 

la enjuiciada contestando la demanda, así como 

oponiendo excepciones y defensas, con lo cual se dio 
vista a la parte actora; y, por proveído de veinticuatro de 
abril del mismo año, se tuvo por perdido su derecho para 

desahogar la vista concedida. 

CUARTO. Audiencia preliminar y de juicio. El 

nueve de junio de dos mil veintiséis, se celebró la 

audiencia preliminar prevista en el artículo 1390 Bis 32 del 

Código de Comercio, y se citó para la audiencia de juicio, 

la que tuvo lugar conforme al acta que antecede y en 

conformidad con el numeral 1390 Bis 38 del código en cita.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Este juzgado es 

competente para conocer y resolver el presente juicio, de 

conformidad con lo dispuesto en los artículos 104, fracción 

II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 56, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación y los diversos 1339, 1390 bis y 
1390 bis 1, del Código de Comercio. 
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Así como en los Acuerdos Generales 3/2013 y 

28/2020, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 

por los cuales se establece la competencia territorial de 

este juzgado, además, se acuerda la entrada en funciones 

y la competencia material de este juzgado para conocer de 

los asuntos relacionados con oralidad mercantil.

SEGUNDO. Procedencia de la vía. La vía oral 

mercantil resulta idónea para resolver el presente juicio, ya 

que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75, 

fracciones XIV y XXV, y 1049, ambos del Código de 

Comercio, en relación con los numerales 1339, 1390 Bis y 

1390 Bis 1 del ordenamiento legal en cita; la controversia 

que aquí se ventila deriva de actos comerciales, toda vez 

que se reclama la nulidad de operaciones electrónicas 
con cargo a las cuentas bancarias del accionante.

Asimismo, porque no se trata de un juicio de 
tramitación especial establecido en el citado código 

mercantil ni en otras leyes, ni de cuantía indeterminada.

TERCERO. Legitimación. Previo al estudio de fondo, 

se analizará la legitimación de las partes, por ser un 

presupuesto procesal de estudio oficioso. 

En el caso, la parte actora se encuentra legitimada en 

términos de lo dispuesto por el artículo 1056 del Código de 

Comercio, para promover el presente juicio oral mercantil, 

pues comparece en su calidad de titular de las cuentas con 

terminación  ****  y  *** , de crédito y débito 

respectivamente, en las que se realizaron los abonos y 

cargos reclamados. 

Por su parte, la demandada tiene legitimación pasiva 

en la causa, en razón a que se encuentra ligada a la 

controversia, en virtud de que aceptó la existencia de los 
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contratos que vinculan a las partes. Máxime que en 

audiencia preliminar se fijó como hecho no controvertido 

la relación contractual entre las partes.

CUARTO. Litis. De acuerdo con los planteamientos 

de las partes durante el proceso, se estima que los temas 

a resolver en la presente controversia consisten en lo 

siguiente:

•Determinar si la parte actora autorizó o no las diez 
operaciones reclamadas (identificadas como pagarés) 
al amparo de su cuenta de crédito con terminación ****.

Como consecuencia de lo anterior, si procede o no: 

a) Declarar la nulidad absoluta de las operaciones 
reclamadas; 

b) La cancelación de la cantidad de $***,***.** 
(****** ********* * **** *** *********** ******* pesos 
**/*** moneda nacional), así como la cancelación de los 

accesorios que se generen sobre los montos reclamados.

c) Condenar al banco demandado a realizar el 

reembolso de la cantidad de $*,***.** (***** *** 
*********** ******* * **** pesos  **/*** moneda 
nacional); 

d) El pago de gastos y costas. 

QUINTO. Estudio de la acción. Una vez fijada la litis, 

se procede al estudio de la acción planteada, cuyos 

elementos son los siguientes: 

1. La existencia de un vínculo jurídico 
entre las partes;

L
IZ

B
E

T
H

 A
L

E
JA

N
D

R
A

 L
L

A
M

A
S R

U
IZ

706a6620636a6633000000000000000000011c86
30/03/27 21:12:03

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Juicio Oral Mercantil 249/2026

2. La existencia de uno o varios actos 
que se pretendan nulificar; y

3. La falta de consentimiento respecto de 
los actos controvertidos.

Establecido lo anterior, se procede a analizar los 

elementos de la acción planteada.

a) Estudio del primer elemento de la acción: 

En el juicio que se analiza, se encuentra debidamente 

acreditado este elemento de la acción, al haber sido 

aceptado por las partes en sus escritos de demanda y 

contestación; y por haber sido fijado como un hecho no 

controvertido en audiencia preliminar.

b) Estudio del segundo elemento de la acción:

También se encuentra acreditado en el juicio este 

segundo elemento, pues obra en autos el estado de cuenta 

1) del periodo del doce de octubre al doce de noviembre de 

dos mil veinticuatro, de la cuenta de crédito con 

terminación  **** (exhibido por la parte actora), así como 

los logs de autorizaciones de los movimientos reclamados 

de quince y dieciocho de octubre del mismo año 

(presentado por la demandada); en los que se advierten 

las operaciones bancarias materia de la controversia.

De igual manera, 2) el estado de cuenta de la cuenta 

de débito con terminación ***, correspondiente al periodo 

del uno al treinta y uno de marzo de dos mil veinticinco 

(exhibido por la parte actora), del que se observa el cobro 

por las operaciones materia de litis realizadas en la tarjeta 

de crédito, de la actora, cobro respecto al cual pide su 

reembolso.
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Documentales que adquieren valor probatorio pleno 

de conformidad con lo dispuesto en los artículos 1238, 

1241, 1296 y 1298, todos del Código de Comercio, por 

haber sido presentadas en el juicio y no ser objetadas en 

cuanto a su autenticidad. 

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis XI.2o.90 C del 

Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito, 

consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Página: 572, Tomo XI, Junio de 2000, Materia(s): 

Civil, Novena Época, Registro: 191714, de rubro y texto 

siguientes:

"DOCUMENTOS PRIVADOS. SU VALOR EN 
MATERIA MERCANTIL CUANDO NO SON 
OBJETADOS EN CUANTO A SU 
AUTENTICIDAD. Aun cuando el artículo 1241 del 
Código de Comercio, conforme a su literalidad 
anterior a la reforma que sufrió por decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
veinticuatro de mayo de mil novecientos noventa y 
seis, establecía que: "Los documentos privados y 
la correspondencia procedentes de uno de los 
interesados que se presenten por el otro, se 
reconocerán por aquél para hacer fe.", tal 
disposición no debe interpretarse de manera 
aislada, en el sentido de que los documentos 
privados siempre deban ser reconocidos por sus 
firmantes para que tengan valor probatorio, sino 
que debe relacionarse con el diverso numeral 1296 
del propio ordenamiento, conforme al cual "Los 
documentos privados y la correspondencia 
procedentes de uno de los interesados, 
presentados en juicio por vía de prueba y no 
objetados por la parte contraria se tendrán por 
admitidos y surtirán sus efectos como si hubieren 
sido reconocidos expresamente. Puede exigirse el 
reconocimiento expreso si el que los presenta así 
lo pidiere; con este objeto se manifestarán los 
originales a quien debe reconocerlos y se le dejará 
ver todo el documento, no sólo la firma.". De donde 
se sigue que la objeción a que se refiere este 
último precepto, es en cuanto a la autenticidad del 
documento, es decir, que se impugne la firma de 
quien lo suscribe, puesto que ese aspecto es lo 
único que se puede lograr disipar con su 
reconocimiento; por tanto, cuando un documento 
de esa naturaleza no es objetado en ese sentido, lo 
cual haría necesario su reconocimiento, sino que 
su objeción se plantea únicamente respecto a su 
contenido y alcance probatorio, el mismo debe 
surtir sus efectos como si se hubiera reconocido 
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Juicio Oral Mercantil 249/2026

expresamente, en términos del invocado artículo 
1296, toda vez que lo relativo a su contenido debe 
desvirtuarse con otros medios de prueba, y 
respecto a su valor probatorio, sólo al juzgador 
corresponde determinarlo."

c) Estudio del tercer elemento de la acción:

Ahora bien, se procede al estudio del último 
elemento de la acción deducida, esto es, el relativo a la 

falta de consentimiento de la parte actora para realizar las 

transacciones materia de este contencioso, el cual se 

acredita de manera negativa.

En efecto, de la interpretación de los numerales 11941 

y 11952 del Código de Comercio, permite concluir que el 

que afirma está obligado a probar, en tanto quien niega no 

tiene dicha carga a menos que su negación envuelva la 

afirmación expresa de un hecho, así como el que niega 

cuando al hacerlo desconoce la presunción legal que tiene 

su contraparte.

Esas disposiciones, aplicadas, como en el caso, a las 

relaciones jurídicas entre las instituciones bancarias y sus 

usuarios, llevan a considerar que cuando el usuario 
niegue las operaciones que la institución bancaria le 
atribuye y carga a su estado de cuenta, corresponde al 
proveedor del servicio acreditar la transacción que 
afirma y que su cliente niega.

Es así, en principio, porque la cuestión queda 
comprendida dentro de la premisa primaria sobre la 
carga probatoria, esto es, que quien afirma debe probar 

1 Artículo 1194. El que afirma está obligado a probar. En consecuencia, el actor 
debe probar su acción y el reo sus excepciones. 

2 Artículo 1195. El que niega no está obligado a probar, sino en el caso en que 
su negación envuelva afirmación expresa de un hecho.
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no el que niega, a menos que el primero tenga a su favor 

una presunción legal.

Además, las instituciones bancarias tienen mayor 
facilidad para preconstituir y aportar pruebas 
relacionadas con las operaciones que verifican, por ser 

quienes poseen los dispositivos, documentos, instrumentos 

o lo que hayan empleado para registrar la operación e 

identificar al usuario, en términos de los numerales 115 de 

la Ley de Instituciones de Crédito, 301 y 316 bis 15 de las 

Disposiciones de Carácter General aplicables a las 

Instituciones de Crédito.

Máxime que son las administradoras de sus sistemas 

informáticos, las responsables de su manejo y de 

establecer las medidas de seguridad necesarias para que 

las operaciones sean realizadas directamente por el 

usuario.

En ese contexto, corresponde a la institución crediticia 

demandada aportar los documentos relacionados con las 

operaciones materia de la litis, al tener la obligación de 

resguardar y garantizar la seguridad de la información y 

documentación relativas a los actos, operaciones y 

servicios reportados por sus clientes.

Así, con la finalidad de acreditar la improcedencia 
del reclamo formulado por la parte actora, la 

demandada ofreció las siguientes probanzas:

1. Confesional a cargo de la parte actora.

2. Documental consistente en el Contrato de Apertura 

de Crédito en Cuenta Corriente para la expedición y uso de 

tarjetas de crédito.
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Juicio Oral Mercantil 249/2026

3. Documental consistente en los Logs de 

autorizaciones de los movimientos reclamados, de fechas 

quince y dieciocho de octubre de dos mil veinticuatro.

4. Documental consistente en el estado de cuenta del 

periodo comprendido del doce de octubre al doce de 

noviembre de dos mil veinticuatro de la cuenta materia de 

la litis. 
5. Documental consistente en el certificado del 

sistema de gestión de seguridad de la información No. SI 

0337/22.

6. Documental consistente en la certificación de 

cumplimiento para el informe de cumplimiento - 

proveedores de servicios emitida por el Consejo de 

Estándares de Seguridad.

7. Documental consistente en el certificado de 

cumplimiento PCI número 6036725762, emitido a favor del 

banco.

8. Documental consistente en el certificado de 

esquema de autorregulación vinculante, con vigencia del 

tres de agosto de dos mil veintitrés al dos de agosto de dos 

mil veinticinco.

9. Documental consistentes en las que contienen los 

alcances de las certificaciones emitidas en cumplimiento a 

la norma internacional ISO/EIC 27001:2013; Certificación 

OCI-DSS; Sistemas de Pagos Electrónicos Interbancarios 

(SPEI), Sistemas de pagos interbancarios en dólares 

(SPID) y cobros digitales (CODI); y Protección de datos 

personales.

10. Pericial en materia de informática y/o sistemas. 
11. Documental consistente en la copia certificada de 

la escritura pública número Doscientos Doce Mil Ciento 

Cincuenta y Uno, (212,151), pasado ante la fe del Notario 

Público número Ciento Cincuenta y Uno de la Ciudad de 

México.  
12. Instrumental de actuaciones. 
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13. Presuncional en su doble aspecto; legal y 
humana. 

No obstante, aun cuando tales probanzas tienen valor 

probatorio pleno en términos de los artículos 1287, 1294 y 

1306 del Código de Comercio, con los referidos medios 
de prueba la parte demandada no acredita que la parte 
actora haya sido quien realizó las operaciones tildadas 
de nulas, ya sea de manera propia o con su 
autorización a través de un tercero.

Con relación a las documentales consistentes en el 

Contrato de Apertura de Crédito en Cuenta Corriente para 

la expedición y uso de tarjetas de crédito; los Logs de 

autorizaciones de los movimientos reclamados, de fechas 

quince y dieciocho de octubre de dos mil veinticuatro; y, el 

estado de cuenta del periodo comprendido del doce de 

octubre al doce de noviembre de dos mil veinticuatro de la 

cuenta de crédito materia de la Litis.

Únicamente acreditan la relación contractual que une 

a las partes, y la existencia de las operaciones 

controvertidas, no así que el accionante haya realizado los 

cargos materia de la controversia.

Respecto al certificado del sistema de gestión de 

seguridad de la información No. SI 0337/22; la certificación 

de cumplimiento para el informe de cumplimiento 

proveedores de servicios emitida por el Consejo de 

Estándares de Seguridad; el certificado de cumplimiento 

PCI número 6036725762, emitido a favor del banco; el 

certificado de esquema de autorregulación vinculante, con 

vigencia del tres de agosto de dos mil veintitrés al dos de 

agosto de dos mil veinticinco; los documentos que 

contienen los alcances de las certificaciones emitidas en 

L
IZ

B
E

T
H

 A
L

E
JA

N
D

R
A

 L
L

A
M

A
S R

U
IZ

706a6620636a6633000000000000000000011c86
30/03/27 21:12:03

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Juicio Oral Mercantil 249/2026

cumplimiento a la norma internacional ISO/EIC 

27001:2013; Certificación OCI-DSS; Sistemas de Pagos 

Electrónicos Interbancarios (SPEI), Sistemas de pagos 

interbancarios en dólares (SPID) y cobros digitales (CODI) 

y Protección de datos personales; únicamente son normas 

y certificados de carácter administrativo que únicamente 

asientan aspectos administrativos de la actividad interna de 

la institución bancaria, sin que comprueben que la actora 

haya otorgado su voluntad por sí o por un tercero 

autorizado para realizar las operaciones materia de Litis. 

En relación con el instrumento notarial Doscientos 

Doce Mil Ciento Cincuenta y Uno (212,151), pasado ante la 

fe del Notario Público número Ciento Cincuenta y Uno de 

la Ciudad de México; únicamente fue exhibida para 

acreditar las facultades de la persona funcionaria del banco 

demandado para certificar documentos, en términos del 

artículo 100 de la Ley de Instituciones de Crédito, sin que 

con ésta se acredite la voluntad del reclamante en la 

realización de las operaciones cuya nulidad se pretende.

Por cuanto hace a la presuncional legal y humana e 
instrumental de actuaciones, valoradas en términos de lo 

dispuesto por los artículos 1294 y 1305 del Código de 

Comercio, no son aptas para tener por acreditadas las 

afirmaciones del banco, pues de autos no se advierte 

medio de prueba o inferencia que beneficie a sus 

intereses.

A su vez, para acreditar que la parte actora sí realizó o 

autorizó las operaciones reclamadas, la parte demandada 

allegó los Logs de autorizaciones de los movimientos 

reclamados de quince y dieciocho de octubre de dos mil 

veinticuatro, certificada en términos del artículo 100 de la 

Ley de Instituciones de Crédito; respecto de la cual ofreció 
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la prueba pericial en medios electrónicos a cargo del 
perito  **** ****** ****** ******, cuya probanza es 

insuficiente para demostrar la existencia del 

consentimiento de la parte actora en la realización de las 

operaciones reclamadas.

Al respecto, es necesario precisar que el propósito de 

la intervención de los peritos en una controversia es que 

proporcionen elementos reales y objetivos que permitan a 

la juzgadora encontrar la verdad respecto del problema 

planteado, a fin de que su resolución resulte apegada a los 

principios de equidad, lógica y justicia que deben regir las 

sentencias.

Es de primordial importancia destacar que la prueba 

pericial constituye una probanza de libre convicción, 

siempre y cuando el dictamen pericial tenga elementos 

suficientes para determinar su fiabilidad científica.

Lo anterior, en razón de que el peritaje es una 

actividad humana de carácter procesal, desarrollada —en 

su caso— en virtud de encargo judicial, por personas 

distintas de las partes del proceso, especialmente 

calificadas por su experiencia o conocimientos técnicos, 

artísticos o científicos y mediante la cual, se suministran al 

juzgador argumentos y razones para apoyar o desacreditar 

determinada hipótesis fáctica, cuya percepción o cuyo 

entendimiento escapa a las aptitudes del común de la 

gente y requieren esa capacidad particular para su 

adecuada percepción y la correcta verificación de sus 

relaciones con otros hechos, de sus causas y de sus 

efectos o, simplemente, para su apreciación e 

interpretación. 
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Por lo que si la función del perito se limita a ilustrar el 

criterio del juzgador, al servirle de guía y facilitarle los 

conocimientos técnicos de que carece, debe ser el propio 

juez quien decida si acoge o no sus conclusiones al 

verificar que el método utilizado es fiable, posible y 

razonable, pues se reitera que tal circunstancia no impide 

al juez efectuar el estudio correspondiente de los 

razonamientos técnicos respectivos, para estar en 

posibilidad de fijar su valor, de conformidad con lo previsto 

en el artículo 1301 del Código de Comercio.

En particular, respecto de la prueba pericial, es de 

destacarse que los dictámenes periciales deben ser 

valorados atendiendo a los criterios siguientes: 

1. La idoneidad de los peritos;

2. La lógica de los razonamientos expuestos;

3. Que los razonamientos vertidos estén 

apoyados en documentos que corroboren las afirmaciones 

y tengan eficacia acreditativa;

4. Que las opiniones contenidas en los 

dictámenes se refieran a cuestiones propias de la 

especialidad; y,

5. Que exista congruencia entre las conclusiones 

del dictamen y los hechos que son materia de la litis.

En el entendido de que la falta de alguno esos 

elementos, es suficiente para restarle valor probatorio, 

pues los dictámenes periciales no son verdades 

irrefutables, sino que el objetivo es ilustrar al juzgador en 

aspectos del debate respecto de los cuales no se tienen 

los conocimientos técnicos científicos suficientes para 

resolverlos. El propósito es, por tanto, lograr que la suscrita 
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cuente, en este caso concreto, con los elementos 

suficientes para formarse un juicio en relación con la 

existencia del consentimiento o no de la parte actora en la 

realización de los cargos materia del dictamen.

Apoya lo anterior, en lo conducente, la tesis 

sustentada por la Tercera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial 

de la Federación, Séptima Época, tomo 199-204, Cuarta 

Parte, página 27 que dice:

“PRUEBA PERICIAL, ANÁLISIS DE LA. Los 
criterios de los peritos sirven al órgano jurisdiccional 
para interpretar aspectos del debate respecto de los 
cuales no tiene los conocimientos técnicos o 
científicos suficientes para resolverlos atendiendo 
solamente a su cultura general; mas los peritajes no 
son verdades que deba aceptar como autómata sin 
considerar las experiencias y las inferencias lógicas, 
que se traducen en reglas de sana crítica y de 
prudente arbitrio que deben normar los actos del 
propio juzgador en cuanto a la convicción que le 
produzca un elemento de prueba aportado por 
cualquiera de las partes como pretensión de 
demostrar la veracidad de un hecho; en otras 
palabras, a la autoridad corresponde deducir, de 
entre varios que le sean propuestos, cuáles 
dictámenes periciales, que por su fidelidad en la 
exposición de los hechos cuestionados y su 
demostración; por los estudios en que están 
respaldados y por las conclusiones que arrojen, más 
apegadas al sentido común y a la lógica de los 
acontecimientos, son los que le producen la 
convicción de que reflejan con certeza lo que 
ocurrió.”

Asimismo, es aplicable la jurisprudencia 1a./J. 

90/2005, sustentada por la Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 45, 

tomo XXII-septiembre de 2005, del Semanario Judicial de 

la Federación y su Gaceta, novena época, cuya sinopsis 

es: 

“DICTÁMENES PERICIALES NO OBJETADOS. SU 
VALORACIÓN. En relación con la facultad de los 
Jueces para apreciar las pruebas, la legislación 
mexicana adopta un sistema mixto de valoración, 
pues si bien concede arbitrio judicial al juzgador para 

L
IZ

B
E

T
H

 A
L

E
JA

N
D

R
A

 L
L

A
M

A
S R

U
IZ

706a6620636a6633000000000000000000011c86
30/03/27 21:12:03

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Juicio Oral Mercantil 249/2026

apreciar ciertos medios probatorios (testimoniales, 
periciales o presuntivos), dicho arbitrio no es absoluto, 
sino restringido por determinadas reglas. En tal virtud, 
el hecho de que no se objete algún dictamen pericial 
exhibido en autos, no implica que éste 
necesariamente tenga valor probatorio pleno, pues 
conforme al principio de valoración de las pruebas, el 
juzgador debe analizar dicha probanza para 
establecer si contiene los razonamientos en los cuales 
el perito basó su opinión, así como las operaciones, 
estudios o experimentos propios de su arte que lo 
llevaron a emitir su dictamen, apreciándolo 
conjuntamente con los medios de convicción 
aportados, admitidos y desahogados en autos, 
atendiendo a las reglas de la lógica y de la 
experiencia, exponiendo los fundamentos de su 
valoración y de su decisión. Por tanto, la falta de 
impugnación de un dictamen pericial no impide al Juez 
de la causa estudiar los razonamientos técnicos 
propuestos en él, para estar en posibilidad de 
establecer cuál peritaje merece mayor credibilidad y 
pronunciarse respecto de la cuestión debatida, 
determinando según su particular apreciación, la 
eficacia probatoria del aludido dictamen.

Así, con fundamento en el artículo 1301 del Código 

de Comercio, se procede al análisis y valoración del 

dictamen que integra la prueba pericial en materia de 
informática y sistemas de computación, a efecto de 

verificar si cumple o no con los criterios indicados con 

antelación.

En este sentido, en primer lugar, es necesario 

establecer que el problema que fue planteado al perito 

consistió, en esencia, en determinar si las operaciones 
cuya nulidad se reclama, fueron realizadas por la parte 

actora, con el uso de sus claves y contraseñas.

Motivo por el cual en la audiencia de juicio  **** 

****** ****** ******, perito de la parte demandada, con 

fundamento en el artículo 1390 Bis 46, último párrafo del 

Código de Comercio, protestó el cargo conferido y emitió 

su opinión técnica.

Respecto al punto 1, **** ****** ****** ******, 

perito de la parte demandada, mediante escrito registrado 
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en este juzgado el siete de julio de dos mil veintiséis, 

exhibió electrónicamente su dictamen pericial y adujo 

justificar su especialidad, para lo cual acompañó, entre 

otros, copia de sus cédulas profesionales  ******** y 
*******, con efectos de patente para ejercer 

profesionalmente en el nivel de Licenciatura en Ingeniería 

en Desarrollo y Gestión de Software, así como a nivel 

Técnico Superior Universitario en Informática, 

respectivamente, que lo acredita como perito en la materia 

para la que fue designado.

Por ello, es claro que quedó demostrada la calidad 

de especialista en informática, para desahogar el 

cuestionario formulado por la oferente.

Respecto del punto 2. Para rendir el dictamen 

pericial, el experto manifestó que la metodología aplicada 

para su dictamen fue: a) Análisis de los puntos 
propuestos por las partes en sus cuestionarios, b) 
Investigación sobre tarjetas de débito con chip y sus 
medidas de seguridad para operaciones terminal punto 
de venta, c) Análisis y verificación de la información 
que se genera y almacena en el sistema de Banca 
Electrónica de la moral demandada, incluidas las 
operaciones reclamadas con la información relativa a 
ellas; y d) Método Científico.

Respecto del punto 3. El perito se apoyó, entre 

otros, en el siguiente material:

▪ Documentales exhibidos en el expediente del 
presente juicio. 

▪ Escrito inicial de Demanda. 
▪ Escrito de contestación a la demanda. 
▪ Escritos ofertorios de Pruebas. 
▪ Logs de Autorización de las operaciones. 
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▪ Contrato entre las partes.

Respecto del punto 4. De la lectura del dictamen 

formulado, se advierte que el perito se limita a hacer 

opiniones que son propias de su especialidad, pues 

únicamente se concreta a dar respuesta al 

cuestionamiento formulado por la parte demandada.

Respecto del punto 5. El perito concluyó lo 

siguiente:

“1. La firma electrónica que utiliza Banorte es segura y 
fiable por cumplir con los requisitos señalados en el Código de 
Comercio de nuestro país.

2. Las partes en este juicio pactan de manera contractual el 
uso del medio Electrónico Tarjeta Plástica con Chip y se le otorga 
como consecuencia el Plástico número **** **** **** ****.

3. La institución bancaria demandada emplea los 
mecanismos más fiables de verificación de la identidad de los 
usuarios, y que utilizan otros bancos en México, con firma 
electrónica o fiable, lo que permite acceder solo a personas 
autorizadas al sistema.  

4. El sistema para validar la identidad del usuario y ejecutar 
operaciones con Tarjeta Plástica con Chip siempre requiere la 
validación exitosa tanto del Chip de la Tarjeta Plástica y el ingreso 
correcto del NIP, en el caso de Contactless se validan estos datos 
con la tecnología NFC mientras que en las compras por internet se 
valida el CVV.

5. Existe evidencia en los registros exhibidos por la parte 
demandada, que la realización de las operaciones en Terminal 
Punto de fueron realizadas tras la habilitación y aprobación del 
cliente mediante la presencia física de la Tarjeta de Débito con 
CHIP Número 4931 5800 0163 6718 (Factor de Autenticación 
Categoría 3) y el ingreso correcto del Número de Identificación 
Personal (Factor de autenticación Categoría 2) por medio de la 
tecnología Contactless que identifica y autentica a la parte Actora 
**** ****** ******** *******.

6. Se observo en la información aportada por la parte 
demandada, registros de las operaciones reclamadas, de la tarjeta 
de débito y realizadas con el ingreso correcto de la Firma 
Electrónica que identifica a la parte actora.

(Anexa dos tablas, la primera relativa a las operaciones 
realizadas en terminal punto de venta y la segunda de compra por 

internet no reconocidas)
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7. Las operaciones de recursos referidos en el numeral que 
antecede se realizaron de conformidad con el procedimiento 
establecido en las Disposiciones de Carácter General aplicables a 
las Instituciones de Crédito, emitidas por la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, contenidas en la Circular Única de Bancos, 
tales como los factores de autenticación en sus categorías dos y 
tres.

8. El usuario puede bloquear su Tarjeta Plástica con Chip 
desde la aplicación de Banca Móvil inhabilitando con ello cualquier 
operación con su Tarjeta, obteniendo el control total de la misma.”.

En ese sentido, se debe tomar en consideración que 

la fracción I del artículo 90 bis del Código de Comercio 

dispone lo siguiente: 

“Artículo 90 Bis. Se presume que un Mensaje de 
Datos ha sido enviado por el Emisor y, por lo tanto, el 
Destinatario o la Parte que Confía, en su caso, podrá 
actuar en consecuencia, cuando: 
I. Haya aplicado en forma adecuada el 
procedimiento acordado previamente con el 
Emisor, con el fin de establecer que el Mensaje de 
Datos provenía efectivamente de éste, o
[…] 

De acuerdo con dicho numeral, el mensaje de datos 

en que se contiene por ejemplo la información que autoriza 

o instruye a otro a realizar un cargo bancario, se debe 

presumir hecho por el emisor cuando la parte que confía o 

el destinatario en su caso, aplican el procedimiento 
acordado de manera previa con el emisor.

En primer término, respecto a las compras de 
punto de venta, si bien exhibió el contrato de apertura 
de crédito, para poder decidir sobre la fiabilidad de un 

sistema utilizado, lo cierto es que en primer lugar el 
perito debió haber verificado cuál fue ese 
procedimiento convenido por las partes para el envío y 
recepción del mensaje de datos que contenga la 
información para realizar los cargos controvertidos, 
conforme al contrato de las partes, sin que al efecto lo 
hubiera realizado, ya que omitió analizar las 
operaciones a la luz de dicho instrumento no obstante 
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señalar que, entre otro documentos, este sirvió de 
base para su estudio, tal y como se advierte de las 
respuestas que obran en el propio dictamen 
presentado de su parte.

Por tanto, no se advierte que dichas operaciones 

cuestionadas hayan sido analizadas por el perito a la luz 

de los procedimientos pactados. 

Además, es de precisarse que no se tiene certeza de 

que la información visualizada en la base de datos de la 

institución financiera que el perito precisó que estudió para 

realizar su dictamen, corresponda verdaderamente a los 

registros electrónicos del banco, dado que éste se realizó 

basando sustancialmente en los logs exhibidos por la 

demandada y en la tarjeta física adjuntada por la actora, y 

únicamente agregó dos tablas con datos relativos a las 

compras realizadas en línea y mediante tarjeta física. 

Respecto a las tres operaciones realizadas en 

terminal punto de venta, únicamente expone los datos de 

los logs de transacciones, sin embargo, su sola exposición 

es insuficiente para demostrar que fue la parte actora quien 

otorgó su consentimiento para efectuar dichas compras.   

En ese sentido al dar respuesta a la pregunta 6, 
explica de manera generalizada el funcionamiento de las 

tarjetas con chip, refiere que el usuario no debe compartir 

éstas ni sus datos, y que éstas pueden bloquearse a través 

de la Banca Móvil, sin dar contestación puntual a la 

existencia de vulnerabilidad de éstas.

Además, al dar respuesta a la pregunta número 13 del 

cuestionario formulado por la parte actora, el especialista 

plasmó una tabla con las operaciones controvertidas, 
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dividiendo las compras en punto de venta y las que fueron 

en línea, como se observa a continuación: 

En segundo término, tocante a las compras por 
internet, menciona aspectos generales del Portal de 
Banca Electrónica de *******; sin embargo, no existe 
la certeza de que ese clausulado, haya sido al que la 
actora aceptó adherirse, respecto a las operaciones 
realizadas por ese medio.

Luego, no obstante que el perito de la demandada 

hizo alusión a los mecanismos y protocolos de 
seguridad del sistema del banco, resulta pertinente 
puntualizar que si bien el perito adujo que basó su estudio 

en los Logs exhibidos por la demandada, y que éstos 

contienen las validaciones exitosas de los elementos que 

identifican a la parte actora en el sistema. Sin embargo, no 

explica cómo es que se tiene la certeza de que fue el actor 

como usuario de la cuenta, quien realizó las compras 

electrónicas materia de la controversia y que, en realidad, 

el sistema del banco no fue vulnerado por algún agente 
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externo, pues únicamente refiere que a su punto de vista 

de las operaciones no reconocidas no encuentra dato que 

sugiera alguna vulneración, máxime que al dar 

contestación a la pregunta 6, omite responder sobre la 

existencia de vulnerabilidades a las tarjetas plásticas.

Sobre la notificación a la cuentahabiente, manifestó en 

la pregunta 13 que no existe evidencia del registro de 

envío de notificación, por lo cual, aunque refiere que el 

sistema lo hace a la brevedad y que el usuario puede 

personalizar su banca móvil respecto a las notificaciones, 

dichas afirmaciones no encuentran sustento alguno para 

demostrar que el usuario haya recibido la notificación de 

las operaciones, o en su caso, que éste haya limitado las 

notificaciones de la banca móvil. 

Así, lo expuesto por el perito de la parte 

demandada no permite demostrar que el banco validó los 

factores de autenticación que acordó con la accionante, 

para verificar la identidad y facultad de ésta para realizar 

las operaciones no reconocidas.

Atento a lo que antecede, se advierte que la 

institución de crédito no cumplió con su carga de acreditar 

que las operaciones bancarias reclamadas se realizaron 

por la accionante, debido a que al momento de su 

realización, fue precisamente la parte actora quien a través 

de sus claves electrónicas, números de identificación 

personal, usuario y contraseña, las autorizó. 

Resulta aplicable la tesis I.7o.C.28 C (10a.), emitida 

por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del 

Primer Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, décima época, consultable en el 

libro XVIII, marzo de 2013, tomo 3, página 2060, con 

registro 2003122, que refiere:
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“PRUEBA PERICIAL. LAS OPINIONES 
EMITIDAS EN LOS DICTÁMENES NO 
VINCULAN AL JUZGADOR, PUES ES ÉSTE 
QUIEN DETERMINA SU VALOR. Como el 
artículo 1301 del Código de Comercio prevé un 
sistema de libre valoración para la prueba 
pericial, la opinión emitida en un dictamen no 
vincula necesariamente al Juez ni lo obliga a 
darle un valor probatorio del que carece, 
porque finalmente es a él a quien, como perito 
de peritos y de acuerdo con su libre arbitrio, 
corresponde ponderar en su justo alcance, la 
eficacia de los medios probatorios, es decir, es 
el Juez quien decide si acoge o no las 
conclusiones contenidas en los peritajes o si 
en todo caso, las asume parcialmente o las 
adminicula con otros elementos de prueba, 
con base en un análisis de sus fundamentos y 
conclusiones y al tenor de los principios 
elementales de orden lógico como son: 
congruencia, consistencia, no contradicción y 
verosimilitud, los que debe observar al exponer 
los razonamientos que soporten su decisión y 
que la justifiquen con una finalidad persuasiva 
o de mayor credibilidad, a fin de rechazar la 
duda y el margen de subjetividad del resolutor. 
En esas condiciones, el desahogo de una 
pericial no implica su forzosa utilidad para 
resolver la controversia, pues conforme al 
arbitrio del Juez puede ser que ninguno de los 
dictámenes sea suficientemente sustentable 
para crear convicción en él y entonces, será 
éste, quien de acuerdo con sus facultades 
deberá decidir la situación jurídica que se le 
plantea, aun cuando su determinación no 
encuentre apoyo en los peritajes que obren en 
autos.”.

Planteadas así las cosas, es de indicarse que el 

peritaje no vincula necesariamente a la suscrita, al 

disfrutar de la más amplia facultad para valorarlo, siempre 

y cuando no se aparte de las reglas de la lógica, altere los 

hechos ni infrinja preceptos legales, asignando la eficacia 

demostrativa correspondiente, ya que el titular del órgano 

jurisdiccional está en aptitud de valorar en su justo alcance 

todas y cada una de las pruebas de autos; según se colige 

de la tesis V.4o.4 K emitida por el Cuarto Tribunal 

Colegiado del Quinto Circuito, publicada en el Semanario 
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Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 

consultable en el Tomo XXII, Diciembre de 2005, página 

2745con registro digital 176491, que señala:

“PRUEBA PERICIAL. SU NATURALEZA 
JURÍDICA Y ALCANCE. La doctrina, en forma 
coincidente con la esencia de las disposiciones 
legales que regulan la prueba a cargo de 
peritos, ha sustentado que la peritación (que 
propiamente es el conjunto de actividades, 
experimentos, observaciones y técnicas 
desplegadas por los peritos para emitir su 
dictamen), es una actividad procesal 
desarrollada en virtud de encargo judicial (o 
incluso ministerial), por personas distintas de 
las partes del proceso, especialmente 
calificadas por sus conocimientos técnicos, 
clínicos, artísticos, prácticos o científicos, 
mediante la cual se suministran al Juez 
argumentos o razones para la formación de su 
convicción respecto de ciertos hechos cuya 
percepción, entendimiento o alcance, escapa a 
las aptitudes del común de la gente, por lo que 
se requiere esa capacidad particular para su 
adecuada percepción y la correcta verificación 
de sus relaciones con otros hechos, de sus 
causas, de sus efectos o simplemente para su 
apreciación e interpretación. De esta manera, 
el perito es un auxiliar técnico de los tribunales 
en determinada materia, y como tal, su 
dictamen constituye una opinión ilustrativa 
sobre cuestiones técnicas emitidas bajo el leal 
saber y entender de personas diestras y 
versadas en materias que requieren 
conocimientos especializados, expresados en 
forma lógica y razonada, de tal manera que 
proporcionen al juzgador elementos suficientes 
para orientar su criterio en materias que éste 
desconoce. Ese carácter ilustrativo u 
orientador de los dictámenes periciales es lo 
que ha llevado a la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación y a los diversos tribunales de la 
Federación a destacar que los peritajes no 
vinculan necesariamente al juzgador, el cual 
disfruta de la más amplia facultad para 
valorarlos, asignándoles la eficacia 
demostrativa que en realidad merezcan, ya 
que el titular del órgano jurisdiccional se 
constituye como perito de peritos, y está en 
aptitud de valorar en su justo alcance todas y 
cada una de las pruebas que obren en autos.”.
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Por lo que, se considera que la intervención del 

citado perito, resulta insuficiente para cumplir con el 
deber probatorio de demostrar lo que se ha hecho 
hincapié; pues de su dictamen no se demuestra que las 

compras realizadas de manera física y en línea se hayan 

realizado de acuerdo a los protocolos exigidos por las 

Disposiciones de Carácter General, aplicables a las 

Instituciones de Crédito, y que precisamente, la institución 

de crédito acordó los medios de identificación del usuario y 

las responsabilidades correspondientes para su uso, a 

través del contrato respectivo, ello ya que el perito omitió 

analizar las operaciones a la luz del contrato de apertura 

de crédito, y en otro aspecto, el banco demandado omitió 

exhibir el contrato que regula la banca electrónica. 

En este sentido, es dable concluir que de las pruebas 

ofertadas por la demandada que fueron debidamente 

relacionadas y valoradas en su conjunto, no se 
evidencian datos que lleven a la convicción de que fue 
la parte actora la que realizó las transacciones 
cuestionadas con el uso de sus elementos de 
seguridad y, tampoco, algún elemento que permitiera 
identificar y relacionar la voluntad de la parte 
interesada para autorizar esas operaciones.

Consecuentemente, la institución financiera 

demandada no acreditó en el presente juicio las 

manifestaciones contenidas en su escrito de contestación, 

en las que afirmó que la parte actora realizó y autorizó las 

operaciones controvertidas; por tanto, al no existir 

elementos de prueba que desvirtúen la negativa de la parte 

actora de haber solicitado, autorizado o realizado las 

operaciones bancarias cuya nulidad reclama, se genera la 

certeza de que no existió su voluntad para llevarlas a cabo.
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En virtud de lo expuesto, al no haber satisfecho la 

enjuiciada la carga probatoria que le correspondía para 

acreditar el consentimiento del actor en la realización de 

los cargos impugnados, es evidente que se tiene por 

demostrado el tercer elemento de la acción ejercida, y las 

operaciones reclamadas adolecen de nulidad absoluta, de 

conformidad con lo previsto en el artículo 2224 del Código 

Civil Federal, de aplicación supletoria al Código de 

Comercio.

En esas condiciones, no se acreditó que existió 

consentimiento de la parte accionante para realizar los 
actos de comercio reclamados; por lo que, conforme a lo 

expuesto, se concluye que se encuentran acreditados 
los tres elementos de la acción en estudio.

SEXTO. Estudio de las excepciones. Una vez que 

se demostraron los elementos de la acción, se procede al 
análisis de las excepciones que opuso la parte 
demandada, pues de resultar fundadas hacen nugatorias 

las prestaciones que reclama la parte actora.

Así, en el presente juicio la institución bancaria 

demandada opuso las excepciones y defensas que se 

enuncian a continuación:

1) Falta de acción y derecho. 

2) Excepción de falta de credibilidad de los 
hechos narrados por la actora.

3) Excepción de ausencia de responsabilidad 
de la demandada por las operaciones cuestionadas.

4) De obscuridad de la demanda.
5) Sine actione agis. 
6) Las que deriven de su contestación y 

confirmen la improcedencia de la acción.
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Así, las excepciones opuestas por la demandada se 

analizarán en forma conjunta por estar íntimamente ligadas 

entre sí, las cuales se consideran infundadas, dado que 

realmente no entrañan defensa alguna, sino que es una 

descripción de la normativa en materia de seguridad a la 

que su representada se apega, la simple negación del 

derecho ejercido, que tiene como efecto arrojar la carga de 

la prueba a la parte actora y obligar a esta autoridad 

federal a analizar los elementos constitutivos de la acción 

que en esta vía se ejerce; lo cual fue debidamente 

realizado en párrafos que anteceden.

Aunado a lo anterior, en el caso, la acción de nulidad 

se sustentó en la ausencia de consentimiento, pues la 
actora manifestó que las operaciones realizadas al amparo 

de su tarjeta de crédito no fueron realizadas por ella, lo 

que se advierte de su escrito inicial de demanda, por lo que 

si en el caso no se demuestra la realización de esas 

operaciones, la procedencia de la acción no puede 

condicionarse a lo pactado en el contrato que vincula a las 

partes, en cuanto a que la parte actora es responsable de 

los cargos que se efectúen a su cuenta bancaria.

Debido a que, aun cuando las partes pueden convenir 

lo relativo a la responsabilidad de la cuentahabiente en el 

uso y manejo de las tarjetas, cuentas y sus datos, tal 

circunstancia no exime a la institución demandada de 

demostrar en el juicio su afirmación, en el sentido de que 

los cargos cuestionados son responsabilidad de la actora, 

al ser la única poseedora de la tarjeta y de los datos para 

tener acceso a la banca móvil, pues esa carga procesal 

deriva del artículo 1194 del Código de Comercio.

Ello es así, precisamente porque la accionante 

sustentó su reclamación en un hecho negativo, consistente 

en que no solicitó, ni autorizó, ni realizó las operaciones 
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materia de la controversia, con base en los artículos 1194, 

1195 y 1196 del Código de Comercio; de ahí que, era a la 

demandada a quien le correspondía la carga de la prueba 

de demostrar que fue la parte actora quien las realizó y 

que, por tanto, fueron correctas, circunstancia que no 

aconteció, dado que no aportó los medios de prueba con 

los que se acreditara que la realización de las 

transacciones cuestionadas tuvieron lugar con la voluntad 

y/o autorización del accionante.

Por tanto, si la parte demandada manifestó que los 

movimientos materia del presente contradictorio fueron 

realizados por la parte actora, a través de la utilización sus 

claves de acceso, se encontraba obligada a demostrar 

dicha circunstancia, lo que se reitera, no sucedió.

Aunado a lo anterior, si bien en el artículo 52 de la 

Ley de Instituciones de Crédito, se dispone que las 

instituciones de crédito podrán permitir el uso de la firma 

electrónica avanzada o cualquier otra forma de 

autenticación para pactar la celebración de sus 

operaciones y la prestación de servicios con el público 

mediante el uso de equipos, medios electrónicos, ópticos o 

de cualquier otra tecnología, sistemas automatizados de 

procesamiento de datos y redes de telecomunicaciones; 

empero, debe decirse que ello no sujeta a la parte actora a 

su responsabilidad cuando desconoce la operación 

cuestionada o bien, aduce la falta de consentimiento en la 

realización de la misma.

Máxime que la parte enjuiciada no aportó prueba 

alguna para demostrar que la parte actora hizo un mal 

manejo de sus datos personales, intransferibles y 

confidenciales relacionados con su cuenta bancaria, así 

como de sus claves de acceso, como haber compartido o 

proporcionado sus números de acceso o el Número de 
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Identificación Personal (NIP) y contraseña que le fueron 

asignados; de ahí que, de ninguna manera puede 

asumirse que la parte actora es responsable de las 

operaciones cuya nulidad exige.

Circunstancia que, dada la posición dominante en la 

relación de consumo correspondía demostrar a la 

demandada, lo que en la especie no aconteció, puesto que 

las pruebas aportadas por el banco, resultaron 

insuficientes para ese efecto, como se estableció en 

párrafos precedentes.

Además, es un hecho plenamente conocido de que 

tiene una mayor posibilidad de demostrar si las 

operaciones impugnadas efectivamente fueron realizadas y 

autorizadas por el accionante, porque en general, dichas 

instituciones son las responsables de guardar los registros 

correspondientes y del manejo de los dispositivos que 

verifican la información y datos que le proporcionan los 

usuarios, a fin de autorizar el pago de las operaciones que 

estos últimos realizan. 

En ese sentido, se consideran infundadas las 
excepciones opuestas por la demandada de 

conformidad en lo dispuesto por el artículo 1194 del Código 

de Comercio; toda vez que ésta omitió ofrecer elementos 

probatorios idóneos que justificarán plenamente sus 

defensas, ya que ninguno de los admitidos y desahogados 

en el asunto en que se resuelve, demostraron la existencia 

del elemento esencial consistente en el consentimiento de 

la parte actora para celebrar los actos comerciales en 

conflicto.

SÉPTIMO. Decisión. En las relatadas condiciones, se 

declara procedente la acción ejercida por la parte actora y:
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1. Se declara la nulidad absoluta de las 
operaciones realizadas al amparo de la cuenta de crédito 

de la actora con terminación ****.

2. En consecuencia, se condena al banco a la 

cancelación del monto de $***,***.** (****** ********* 
* **** *** *********** ******* pesos  **/*** moneda 
nacional), así como a la cancelación de los intereses, 

comisiones, y cualquier otro producto que hayan generado.

3. A realizar el reembolso de la cantidad de 

$*,***.** (***** *** *********** ******* * **** pesos 
**/*** moneda nacional), que corresponde a los recursos 

propios de la accionante, que fueron sustraídos derivado 

del cobro de las operaciones declaradas de nulas.

Condena que, con fundamento en el artículo 1078 del 

Código de Comercio, así como el diverso 222 del Código 

Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 

supletoria, deberá hacer la parte demandada dentro del 

término de cinco días, contado a partir de que la presente 

resolución sea legalmente ejecutable, apercibida que, en 

caso de no hacerlo se procederá a su ejecución forzosa. 

OCTAVO. Costas. No resulta procedente decretar 

especial condenación en cuanto a los gastos y las costas, 

por no concretizarse alguna de las hipótesis previstas en 

las fracciones I, II o V, del artículo 1084 del Código de 

Comercio. 

Haciendo la aclaración que los supuestos de 

condena en costas por vencimiento, previstos en las 

fracciones III y IV del citado precepto legal, no son 

aplicables a los juicios orales mercantiles; esto, porque el 

juicio oral es excluyente respecto del juicio ejecutivo en 

términos del artículo 1390 Bis 1 del Código de Comercio, y 

porque en este tipo de juicios orales no procede el recurso 

de apelación conforme al segundo párrafo del artículo 1390 
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Bis del mismo ordenamiento, de manera que no podría 

actualizarse el supuesto de dos sentencias conformes de 

toda conformidad en su parte resolutiva.

Por tanto, al no advertir este órgano jurisdiccional que 

las partes se hubiesen conducido con temeridad o mala fe, 

o bien, la actualización de alguna de las hipótesis de las 

fracciones I, II o V, del artículo 1084 del Código de 

Comercio, no procede hacer condena alguna en costas 
en esta instancia, conforme a la jurisprudencia 1a. /J. 

9/2013 (10a.)3, emitida por la Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación.

Por lo expuesto, fundado y motivado; se,

R E S U E L V E:

PRIMERO. Es procedente la vía oral mercantil.

SEGUNDO. La parte actora acreditó los elementos 

constitutivos de su acción, y la demandada no justificó sus 

excepciones.

TERCERO. Se declara la nulidad absoluta de las 

operaciones reclamadas por la actora en el capítulo de 

prestaciones de la demanda, en los términos del 

considerando séptimo de la presente resolución.

CUARTO. Se condena a la cancelación del monto de 

$***,***.** (****** ********* * **** *** *********** 
******* pesos **/*** moneda nacional), así como a la 

cancelación de los intereses, comisiones, y cualquier otro 

3 Visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, libro XVIII, 
marzo de 2013, tomo 1, página 574, décima época, de rubro: “COSTAS EN 
MATERIA MERCANTIL. ALCANCE DEL TÉRMINO “IMPROCEDENTES” A 
QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 1084, FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO”.
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producto que hayan generado, en términos del 

considerando séptimo de la presente resolución. 

QUINTO. Se condena a la demandada a realizar el 

reembolso de la cantidad de $*,***.** (***** *** 
*********** ******* * **** pesos  **/*** moneda 
nacional), en los términos precisados en el considerando 

séptimo de la presente resolución.

SEXTO. No se hace especial condena en costas. 

Notifíquese.

Así lo resolvió y firma electrónicamente Argelia 
Román Mojica, Jueza Sexta de Distrito en Materia de 

Extinción de Dominio, con Competencia en la República 

Mexicana y Especializado en Juicios Orales Mercantiles en 

el Primer Circuito, con residencia en la Ciudad de México, 

asistida de la secretaria Lizbeth Alejandra Llamas Ruiz, 

que autoriza y da fe. Doy fe.

La Secretaria Lizbeth Alejandra Llamas Ruiz, hace constar que, la 
evidencia criptográfica no coincide con la hora de cierre de la audiencia 
respectiva en que se dictó sentencia, debido a que fue firmada una vez que las 
cargas de trabajo de este órgano jurisdiccional lo permitieron; lo que se 
certifica en términos del artículo 28 del Acuerdo General del Pleno del Órgano 
de Administración Judicial que regula la integración y trámite del expediente 
electrónico y el uso de videoconferencias en todos los asuntos competencia 
de los órganos jurisdiccionales a cargo del Órgano. Doy fe. 

catorce de julio de dos mil veintiséis249/2026
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Mexicana y Especializado en Juicios Orales Mercantiles en el Primer Circuito,
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clasificada como confidencial o reservada en términos de la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública. Conste.


